
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

         

CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DEL CESAR 
VALLEDUPAR, MARZO DE 2025 

 
BOLETIN JUDICIAL – 003 

 
SISTEMA INTEGRADO DE GESTION Y CONTROL DE LA CALIDAD Y DEL MEDIO AMBIENTE –SIGCMA- 

AGENDA DE REUNIONES 
 
 

1. El 12 de marzo, entre las 2:15 p.m. y las 4:00 p.m., se llevó a cabo una reunión presencial de 
preparación en el auditorio del edificio Sagrado Corazón de Jesús, con el propósito de ultimar detalles de la 
audiencia de rendición de cuentas 2024 del Consejo Seccional de la Judicatura del Cesar y la Dirección 
Seccional de Administración Judicial de Valledupar. 
2. El 13 de marzo se realizó la primera reunión de profesionales de calidad, liderada por el magistrado 
del Consejo Superior de la Judicatura Aurelio Rodríguez. En dicha sesión se dio la bienvenida a los 
participantes y se aclaró el alcance de las funciones del profesional de calidad. 
3. El 17 de marzo, a las 10:30 a.m., se llevó a cabo la audiencia pública de rendición de cuentas del 
Consejo Seccional de la Judicatura del Cesar y la Dirección Seccional de Administración Judicial de 
Valledupar. El evento se desarrolló de forma híbrida (presencial y virtual a través de Microsoft Teams) en el 
auditorio Rafael Carrillo Lúquez, y abordó temas como: mejoramiento de infraestructura, desempeño de los 
servidores judiciales, impacto de la tecnología, gestión de carrera judicial, y gestión administrativa y 
financiera. 
4. Los días 19 y 20 de marzo se realizaron jornadas de capacitación dirigidas a los Consejos Seccionales 
y Direcciones Seccionales sobre el uso de la herramienta PEYGI (Sistema de Planeación Estratégica y Gestión 
Institucional), implementada para centralizar los planes de acción, gestionar modificaciones y realizar el 
seguimiento trimestral de la vigencia 2025. 
5. El 20 de marzo se llevó a cabo una reunión de seguimiento sobre el cumplimiento de los planes de 
mejoramiento vigentes de la Seccional Cesar, requeridos por la Unidad Nacional de Auditoría. 
Finalmente, en marzo se realizó una reunión con la asociación de recicladores de oficio que obtuvo el 
acuerdo de corresponsabilidad para el aprovechamiento y disposición de residuos sólidos reutilizables. 
Durante el encuentro se definieron posibles rutas de recolección, cronogramas, requisitos de cumplimiento 
y otros aspectos clave para la implementación del Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos, conforme al 
SIGCMA. 

TIP´S DE MEDIO AMBIENTE - CUIDARLO ES UN COMPROMISO DE TODOS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 
 

 

El día 15 de marzo se llevó a cabo la Ceremonia de certificación del Sistema de Gestión de la Calidad y del 

Medio Ambiente 2023 CICAJ. 

 

El 30 de marzo, se aprobó el plan de Acción 2024, riesgos y el informe de revisión por la dirección. 

 

PROGRAMA DE AHORRO Y USO EFICIENTE DE AGUA 

 

MANEJO DE AGUAS  

 

Teniendo en cuenta las actividades realizadas generalmente por la Unidad de Infraestructura, cabe resaltar 

la importancia del manejo de aguas superficiales con las cuales tenga contacto el proyecto; para esto se 

debe cumplir con la normatividad ambiental y determinar los cuerpos de agua que se clasifiquen como 

aguas superficiales y de uso público, como lo son las aguas de los ríos y todas las que corran por cauces 

naturales; adicional los denominados lagos, lagunas ciénagas y pantano. 

 

CAPTACIÓN DIRECTA DE AGUA EN LA FUENTE  

 

Si por las características del proyecto se requiere hacer captación de aguas de fuentes naturales, este 

procedimiento deberá contar con el aval de la Autoridad Ambiental encargada de brindar el permiso 

necesario de concesión del cuerpo de agua, para lo cual la Entidad deberá identificar y presentar ante el 

autoridad ambiental competente, la fuente hídrica, la cantidad de volumen requerido, diseño del sistema de 

captación, distribución y drenaje, determinar el uso actual del recurso, definición de los impactos 

ambientales y las obras para prevenir, mitigar y minimizar estas afectaciones. 

 

RECOMENDACIONES GENERALES PARA MANEJO DE AGUAS  

 

Se deberán tomar las medidas necesarias para el aislamiento de los cuerpos de agua.  

 

Supervisar de manera continua los cruces de las obras del proyecto con cruces de ríos y/o quebradas, con el 

fin de detectar posibles fuentes de contaminación y adoptar medidas de mitigación al impacto en el 

momento indicado.  

 

El material de excavaciones y residuos derivados de cada una de las actividades de la construcción deben 

acoplarse lo más lejos posible de la presencia de cuerpos de agua, con el fin de evitar que estos sean 

arrastrados por aguas de escorrentía superficial.  

 

No disponer de ningún residuo líquido del proyecto en cuerpos hídricos.  

 

En caso de presentarse una emergencia ambiental que involucre la contaminación de un cuerpo de agua, se 

deberá proceder inmediatamente a la limpieza y tomar las acciones correctivas necesarias. 

 

VERTIMIENTOS  

 

Los vertimientos de la Rama Judicial son de tipo comercial, se tratan de aguas residuales domésticas y están 

conectados al sistema de alcantarillado público, por lo que la empresa de servicios públicos encargada del 

sistema de alcantarillado es el responsable del cumplimiento de las normas de vertimiento, para proyectos 



 
 
 

 

de la Unidad de Infraestructura se deberá tener en cuenta el manejo de aguas residuales domésticas 

producto de las actividades cotidianas de un frente de obra, y el manejo de aguas residuales industriales 

derivado de las actividades del proceso de construcción. 

 

Para los vertimientos generados por las actividades de lavado y mantenimiento de vehículos, serán 

controlados de acuerdo a lo establecido en la Guía ambiental para el manejo del parque automotor G-EVSG-

02. 

 

MANEJO DE AGUAS RESIDUALES DOMÉSTICAS  

 

Este manejo aplica para aquellos frentes de obra o sedes que no cuenten con conexión directa al sistema de 

alcantarillado, deberá estar compuesto como mínimo por una trampa de grasas con el fin de captar las 

principales grasas y aceites derivados de actividades de cocina y baños. 

 

Después de pasar por algún tipo de tratamiento estas aguas residuales domésticas serán monitoreadas a 

través de la normatividad ambiental establecida revisando principalmente parámetros como PH, 

temperatura, sólidos suspendidos, grasas, y demanda química de oxígeno – DQO. 

 

POTABILIDAD DEL AGUA 

 

Es responsabilidad de cada Seccional verificar que las sedes cuenten con suministro de agua apta para el 

consumo humano. En caso que técnicamente la empresa de servicios públicos no preste el servicio, se 

avisará por medio de carteles, mails o un medio efectivo de comunicación al personal para que no se haga 

consumo directo de la misma y se proveerá de agua potable comercialmente accesible. Esta información 

deberá ser verificada con la respectiva E.S.P. de la zona quienes están en la obligatoriedad legal de informar 

esta situación. 

 

Asimismo, se deberá realizar el lavado de tanques y análisis físico químico de aguas con una periodicidad de 

cada 6 meses, tal como se establece en la legislación vigente. El contratista designado para tal fin deberá dar 

cumplimiento a los requisitos establecidos en la Matriz de requisitos ambientales para adquisiciones y 

servicios de la Rama Judicial. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 
 

 

COMISION SECCIONAL DE GENERÓ 

El día 05 de marzo, se realizó reunión en donde se hizo entrega de la presidencia y vipresidencia y se aprobó 

el plan de acción.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PROTOCOLO CONTRA EL ACOSO SEXUAL Y POR RAZONES DE GÉNERO EN EL  

ÁMBITO LABORAL DE LA RAMA JUDICIAL 

 

ACUERDO PCSJA23-12104 del 27 de octubre de 2023 

“Por el cual se adopta el Protocolo contra el acoso sexual y por razones de género en el  

ámbito laboral de la Rama Judicial” 

 

EL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

 

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial de las conferidas por el artículo 85 

numeral 16 de la Ley 270 de 1996, en desarrollo de lo dispuesto en especial en los artículos 2 y 11 de la Ley 

1010 de 2006 y en el artículo 8 de la Ley 1257 de 2008, de conformidad con lo aprobado en la sesión del 25 

de octubre de 2023 y, 

CONSIDERANDO 

 

Que en los artículos 1, 42, 53 y 70 de la Constitución Política de Colombia se establece que la dignidad 

humana es un elemento base para la protección de los derechos fundamentales y la promoción de la 

libertad, la justicia y la igualdad. 

 

Que en el artículo 13 de la Constitución Política de Colombia se establece el derecho a la igualdad de 

derechos, libertades y oportunidades de todas las personas sin ninguna discriminación por razones de sexo, 



 
 
 

 

raza, origen nacional o familiar, lengua, religión y opinión política o filosófica, y que el Estado promoverá las 

condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o 

marginados.  

 

Que en el artículo 25 de la Constitución Política de Colombia se establece el derecho al trabajo de todas las 

personas en condiciones dignas y justas. 

 

Que en el artículo 43 de la Constitución Política de Colombia se establece que la mujer no podrá ser 

sometida a ninguna forma de discriminación.  

 

Que en el artículo 2 de la Ley 1010 de 2006, en la cual se define el acoso laboral, se establece que el acoso 

sexual y el acoso por razones de género, son formas de maltrato y discriminación laboral. 

 

Que en el numeral 1 del artículo 11 de la Ley 1010 de 2006, con el fin de evitar actos de represalia contra 

quienes han formulado peticiones, quejas y denuncias de acoso laboral, se establece, entre otras, la garantía 

de estabilidad laboral para quienes se acojan a los procedimientos de dicha ley durante un término de seis 

(6) meses contados a partir de la petición o queja, siempre y cuando la autoridad administrativa, judicial o 

de control competente, verifique la ocurrencia de los hechos puestos en conocimiento.  

 

Que en el artículo 2 de la Ley 1257 de 2008, se establece como una forma de violencia contra la mujer, 

cualquier acción u omisión que le cause daño o sufrimiento sexual y en su artículo 29 se adiciona al Código 

Penal, Ley 599 de 2000, el delito de acoso sexual, determinando que, “(e)l que en beneficio suyo o de un 

tercero y valiéndose de su superioridad manifiesta o relaciones de autoridad o de poder, edad, sexo, 

posición laboral, social, familiar o económica, acose, persiga, hostigue o asedie física o verbalmente, con 

fines sexuales no consentidos, a otra persona, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años”. 

 

Que adicionalmente, en el artículo 8 de la Ley 1257 de 2008, se determinan los derechos de las víctimas de 

alguna de las formas de violencia previstas en la ley, en los que se encuentran, entre otros: “a) Recibir 

atención integral a través de servicios con cobertura suficiente, accesible y de calidad, b) Recibir orientación, 

asesoramiento jurídico y asistencia técnica legal con carácter gratuito, inmediato y especializado desde el 

momento en que el hecho constitutivo de violencia se ponga en conocimiento de la autoridad. Se podrá 

ordenar que el agresor asuma los costos de esta atención y asistencia. Corresponde al Estado garantizar este 

derecho realizando las acciones correspondientes frente al agresor y en todo caso garantizará la prestación 

de este servicio a través de la defensoría pública; c) Recibir información clara, completa, veraz y oportuna en 

relación con sus derechos y con los mecanismos y procedimientos contemplados en la presente ley y demás 

normas concordantes (…)”. 

 

Que en el numeral 4 del artículo 53 del Código General Disciplinario se establece, como una falta gravísima 

relacionada con la libertad y otros derechos fundamentales, el acoso contra otra persona en razón de su 

sexo, orientación sexual e identidad de género.  

 

Que en cumplimiento de normas internacionales sobre la materia, como la Convención sobre la eliminación 

de todas las formas de discriminación contra la mujer - CEDAW -, el Convenio 190 de la OIT sobre la violencia 

y el acoso en el mundo del trabajo y la Convención de Belém do Pará para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra la Mujer, en las cuales se proscribe la violencia física, sexual o psicológica contra la mujer y 

se reconoce el derecho de todas las personas a un mundo del trabajo libre de violencia y acoso sexual por 



 
 
 

 

razones de género, todos los órganos que integran el Estado colombiano deben trabajar de manera 

permanente en la eliminación de todas las formas de discriminación y violencia contra la mujer. 

 

Que los instrumentos de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), relacionados con el acoso sexual, 

deben ser guía para la creación e implementación de normas que busquen prevenir o erradicar ese 

comportamiento en los países miembros, entre los que se encuentran los siguientes: 

 

- El Convenio 190 de 2019 sobre la violencia y el acoso que, aunque aún no ha sido ratificado por Colombia, 

es una guía importante en el tema del acoso y la violencia en el mundo del trabajo, establece en su artículo 

1 las siguientes definiciones: 

 

“(…) a) la expresión “violencia y acoso” en el mundo del trabajo designa un conjunto de comportamientos y 

prácticas inaceptables, o de amenazas de tales comportamientos y prácticas, ya sea que se manifiesten una 

sola vez o de manera repetida, que tengan por objeto, que causen o sean susceptibles de causar, un daño 

físico, psicológico, sexual o económico, e incluye la violencia y el acoso por razón de género, y 

 

b) la expresión “violencia y acoso por razón de género” designa la violencia y el acoso que van dirigidos 

contra las personas por razón de su sexo o género, o que afectan de manera desproporcionada a personas 

de un sexo o género determinado, e incluye el acoso sexual. (…)” 

 

A su vez, el artículo 2 de este instrumento es una guía para que la Rama Judicial determine el ámbito de 

aplicación de este Protocolo, tan amplio como sea posible, según las normas que le son aplicables: 

 

“1. El presente Convenio protege a los trabajadores y a otras personas en el mundo del trabajo, con 

inclusión de los trabajadores asalariados según se definen en la legislación y la práctica nacionales, así como 

a las personas que trabajan, cualquiera que sea su situación contractual, las personas en formación, 

incluidos los pasantes y los aprendices,  

(…) y los individuos que ejercen la autoridad, las funciones o las responsabilidades de un empleador.  

 

2. Este Convenio se aplica a todos los sectores, público o privado, de la economía tanto formal como 

informal, en zonas urbanas o rurales.” 

 

- Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro para el avance de la mujer - aprobadas en la Conferencia 

Mundial para el Examen y la Evaluación de los Logros del Decenio de las Naciones Unidas para la Mujer, las 

cuales establecen que las condiciones de trabajo de las mujeres deben ser mejoradas en todas las áreas 

formales e informales, tanto en el sector público como en el privado, e indica que se deben tomar medidas 

para prevenir el acoso sexual en el trabajo.  

 

- Plataforma de acción de la IV conferencia mundial sobre la mujer – Beijing 1995 –, la cual indica que se 

deben realizar modificaciones de la estructura interna de las instituciones y organizaciones, incluidos los 

valores, actitudes, normas y procedimientos que se contrapongan al adelanto de la mujer, y que se debe 

eliminar el acoso sexual. 

 

- Resolución sobre la igualdad de oportunidades y de trato para las trabajadoras y los trabajadores en el 

empleo de 1985, la cual establece que los hostigamientos de índole sexual en el lugar de trabajo, perjudican 

las condiciones de trabajo y las perspectivas de ascenso de los trabajadores; por lo tanto, las políticas que 



 
 
 

 

promuevan la igualdad deben traer consigo la adopción de medidas destinadas a luchar contra tales 

hostigamientos y a impedirlos.  

 

- Recomendación 206 de 2019, la cual establece como principio fundamental, entre otros, el deber de los 

estados miembros de abordar la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, para lo cual fijó criterios 

mínimos de protección y prevención dentro de los cuales se destaca, afirmar que la violencia y el acoso no 

serán tolerados, ejecutar programas de prevención de la violencia y adoptar las medidas que correspondan 

para prevenir, sancionar y erradicar toda forma de violencia y acoso. 

 

Que mediante la Recomendación general número 35 sobre la violencia por razón de género contra la mujer, 

por la que se actualiza la recomendación general número 19, el Comité para la Eliminación de la 

Discriminación contra la Mujer de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 

Contra la Mujer - CEDAW - de 1981, recomienda, en su numeral 32, literal “b) Velar por que la violencia por 

razón de género contra la mujer no se remita obligatoriamente a ningún tipo de procedimiento alternativo 

de arreglo de controversias, como la mediación y la conciliación. El uso de esos procedimientos debe 

regularse estrictamente y permitirse únicamente cuando una evaluación anterior por parte de un equipo 

especializado garantice el consentimiento libre e informado de las víctimas y supervivientes y no existan 

indicadores de nuevos riesgos para las víctimas y supervivientes o sus familiares (…)” 

 

Que, en atención a la mencionada recomendación de la CEDAW, si bien las quejas de los casos de acoso 

sexual y por razones de género se seguirán tramitando ante los comités de convivencia laboral de la Rama 

Judicial, de acuerdo con el proceso establecido en el presente Protocolo, por tratarse de una de las 

modalidades de acoso laboral según la Ley 1010 de 2006, se actuará siempre con el consentimiento de la 

víctima y se hará todo lo posible por evitar confrontarla con su probable agresor. 

 

Que la jurisprudencia de las Altas Cortes ha venido protegiendo el trabajo en condiciones dignas dentro de 

un ambiente libre de violencia, y señalando que el acoso sexual es una forma de violencia y discriminación, 

que los empleadores están obligados a investigar al denunciado, a evitar que las víctimas se vean obligadas a 

compartir espacios con el presunto victimario, a crear protocolos de atención y a ofrecer medidas 

inmediatas de protección psicosocial y jurídicas a quien lo denuncie. 

 

Que la Corte Suprema de Justicia, mediante Sentencia de la Sala Laboral SL 648 de 2018, concluye que “(…) 

el acoso sexual en el ámbito del trabajo, corresponde a uno de los problemas de discriminación de género 

como una forma específica de violencia contra las mujeres, cuya visibilización, erradicación y reparación le 

corresponde asumir a todas las sociedades que se aprecien de justas (…)”. 

 

Que el Consejo de Estado, mediante Sentencia proferida por la Sección Tercera del 10 de noviembre de 

2005, Rad. 25000-23-26-1995-11286-0, al interior de una acción de repetición, indicó que la conducta 

asumida por un superior sobre su subalterna, prevalido de su condición, constituye acoso sexual y es 

censurable desde todo punto de vista, pues no se adecúa a los deberes de los servidores públicos.  

 

Que la Corte Constitucional, mediante Sentencia T-140 de 2021, recogió la definición sobre el acoso sexual 

en el ámbito laboral, que contiene la recomendación N.ª ª 19 de 1992 del Comité para la Eliminación de la 

Discriminación contra la Mujer, e indica que aquel incluye un comportamiento de “(…) tono sexual tal como 

contactos físicos e insinuaciones, observaciones de tipo sexual, exhibición de pornografía y exigencias 

sexuales, verbales o de hecho (…)”. 



 
 
 

 

 

Que la misma Sentencia T-140 de 2021 de la Corte Constitucional, indicó que era necesario brindar a las 

personas víctimas de acoso sexual, una ruta clara y efectiva de prevención y medidas de atención y 

acompañamiento “(…) con un enfoque de género y diferencial que sean integrales y se encaminen a orientar 

a las víctimas sobre el procedimiento de denuncia y el trámite de las solicitudes, así como garanticen que las 

denunciantes no sean objeto de represalias, se les de credibilidad a sus reclamos y estos no se desestimulen 

o desincentiven. (…)”. 

 

Que en el marco de los ejes transversales del Plan Nacional de Desarrollo 2022 – 2026 “Colombia Potencia 

Mundial de la Vida”, aprobado mediante la Ley 2294 del 19 de mayo de 2023, se reconoce a las mujeres 

como potencia del cambio. Además, en el artículo 344 se declara la emergencia por violencia de género en 

el territorio nacional y se define que “(…) La emergencia por violencia de género es un asunto de interés y 

prioridad de gestión pública en el sector público colombiano. Esta emergencia estructural requiere de 

acciones urgentes para superar las situaciones exacerbadas de violencia contra mujeres producto de 

prejuicios, estereotipos de género y relaciones estructurales desiguales de poder (…)”. 

 

Que si bien varios de los instrumentos internacionales y jurisprudencia antes mencionados, están dirigidos 

especialmente a la protección de las mujeres contra el acoso sexual, la protección que se debe brindar en 

esta materia debe orientarse a proteger a todos los trabajadores, incluyendo a los hombres y personas con 

orientación sexual y de género diversa, contra la violencia y el acoso, incluyendo el acoso sexual. 

 

Que, por lo tanto, el presente Protocolo se expide para la protección y atención, tanto de mujeres como de 

hombres y de personas con orientación sexual y de género diversa, que puedan considerarse víctimas de 

acoso sexual y por razones de género en el ámbito laboral de la Rama Judicial. 

 

Que una de las principales problemáticas relacionadas con el fenómeno del acoso sexual y por razones de 

género en el ámbito laboral, radica en el amplio desconocimiento que existe sobre las conductas que 

constituyen acoso sexual y por razones de género, sus rutas y canales formales de atención a las personas 

víctimas de estas, así como los procedimientos para sancionar a los posibles agresores. 

 

Que el acoso sexual y por razones de género en el entorno laboral genera en las víctimas el temor a perder 

el trabajo, si se interpone cualquier acción para la protección de sus derechos, por lo que se hace necesario 

establecer mecanismos que garanticen una denuncia libre de presiones.  

 

Que el Protocolo contra el Acoso Sexual y por Razón del Sexo en el Ámbito Laboral de la Organización 

Iberoamericana de Seguridad Social –OISS-, plantea definiciones y ejemplos sobre las conductas que pueden 

constituir acoso sexual y por razones de género, las cuales serán acogidas en este Protocolo por su claridad y 

completitud. 

 

Que la Comisión Nacional de Género de la Rama Judicial debe velar por la implementación de la Política de 

Igualdad y no Discriminación de la Rama Judicial establecida mediante el Acuerdo 4552 de 2008, “Por el cual 

se dictan reglas para la aplicación de la equidad de género en la Rama Judicial”, que fue aclarado y 

modificado por acuerdos subsiguientes como el Acuerdo 9743 de 2012 y el Acuerdo 10661 de 2017.  

 

Que, en el marco de la Política de Igualdad y no Discriminación de la Rama Judicial, la Comisión Nacional de 

Género ha reiterado la importancia y la necesidad de elaborar e implementar el “Protocolo contra el acoso 



 
 
 

 

sexual y por razones de género en el ámbito laboral de la Rama Judicial” como una forma de luchar 

decididamente contra la discriminación y violencia contra la mujer y contra la discriminación por razón del 

sexo o género en el ámbito del trabajo, para lo cual ha prestado todo su apoyo para su elaboración, 

discusión y adopción. 

 

Que, en ese sentido, el presente Protocolo fue revisado, discutido y ajustado por todos los magistrados de 

las Altas Cortes que integran la Comisión Nacional de Género de la Rama Judicial. 

 

Que el presente Protocolo no es aplicable a la Fiscalía General de la Nación, en virtud de su autonomía 

administrativa y presupuestal establecida en el artículo 249 de la Constitución Nacional.  

 

Que, atendiendo a las consideraciones mencionadas, la Rama Judicial estima necesario promover una 

cultura de cero tolerancias ante las conductas que constituyen acoso sexual y por razones de género, y la 

creación de espacios laborales y contractuales seguros y libres de toda forma de violencia, acoso y 

discriminación. Así mismo, proporcionar medidas institucionales de prevención, orientación, promoción de 

denuncia de casos, atención y protección a las víctimas de acoso sexual y por razones de género en el 

ámbito laboral, encaminadas a acompañarlas y a garantizar sus derechos por medio de la adopción de una 

herramienta que se denominará “Protocolo contra el acoso sexual y por razones de género en el ámbito 

laboral de la Rama Judicial”, que contiene los capítulos que se desarrollan en el presente acuerdo. 

 

CÓDIGO DE ÉTICA Y BUEN GOBIERNO  

 

 
 

 



 
 
 

 

 
 

 

 
 

 

 

 

 



 
 
 

 

SISTEMAS DE GESTIÓN ANTISOBORNO — REQUISITOS CON ORIENTACIÓN PARA SU USO 

 

 
 

 

 
 

 



 
 
 

 

 
 

REORGANIZACION EMPRESARIAL 

 
 

Para los fines establecidos en la Ley 222 de 1995 y la Ley 1116 de 2006, se les informa a los/as Jueces/zas Civiles del 
Circuito, Civiles Municipales, Promiscuos del Circuito, Promiscuos Municipales y laborales, que se ha recibido la siguiente 
información: 
 
C I R C U LA R CSJCAC25-54 del 04 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
 
 
 



 
 
 

 

C I R C U LA R CSJCAC25-58 del 07 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
 
C I R C U LA R CSJCAC25-65 del 10 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
 



 
 
 

 

C I R C U LA R CSJCAC25-67 del 11 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
C I R C U LA R CSJCAC25-70 del 14 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 

 



 
 
 

 

C I R C U LA R CSJCAC25-72 del 14 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
C I R C U LA R CSJCAC25-74 del 14 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 

 
 



 
 
 

 

C I R C U LA R CSJCAC25-77 del 17 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
C I R C U LA R CSJCAC25-79 del 17 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 

 
 



 
 
 

 

C I R C U LA R CSJCAC25-81 del 17 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
 
C I R C U LA R CSJCAC25-85 del 19 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
 



 
 
 

 

C I R C U LA R CSJCAC25-87 del 20 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
C I R C U LA R CSJCAC25-89 del 20 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
 



 
 
 

 

C I R C U LA R CSJCAC25-91 del 20 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
 
 
 
 



 
 
 

 

C I R C U LA R CSJCAC25-98 del 26 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
C I R C U LA R CSJCAC25-100 del 27 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
 
 
 



 
 
 

 

C I R C U LA R CSJCAC25-102 del 27 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Caldas, informando: 
 

 
C I R C U LA R CSJHUC25-64 del 13 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura del Huila, informando: 
 

 
 

 



 
 
 

 

C I R C U LA R CSJHUC25-70 del 19 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura del Huila, informando: 
 

 
C I R C U LA R CSJMEC25-20 del 05 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, informando: 
 

 
 
 
 
 
 
 



 
 
 

 

C I R C U LA R CSJMEC25-21 del 06 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, informando: 
 

 
 
C I R C U LA R CSJMEC25-25 del 20 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, informando: 
 

 
 
 



 
 
 

 

C I R C U LA R CSJMEC25-26 del 20 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, informando: 
 

 
 
 
C I R C U LA R CSJMEC25-27 del 27 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, informando: 
 

 
 
 



 
 
 

 

C I R C U LA R CSJSUC25-21 del 17 de marzo de 2025 del Consejo Seccional de la Judicatura de Sucre, informando: 
 

 
 
 
M E M O R A N D O PCSJM25-103 de fecha 04 de marzo de 2025, informando: 
 

 
 
 
 
 
 



 
 
 

 

M E M O R A N D O PCSJM25-104 de fecha 06 de marzo de 2025, informando: 
 

 
 
M E M O R A N D O PCSJM25-105 de fecha 06 de marzo de 2025, informando: 
 

 
 



 
 
 

 

M E M O R A N D O PCSJM25-106 de fecha 06 de marzo de 2025, informando: 
 

 
 

M E M O R A N D O PCSJM25-107 de fecha 06 de marzo de 2025, informando: 
 

 
 



 
 
 

 

M E M O R A N D O PCSJM25-108 de fecha 06 de marzo de 2025, informando: 
 

 
 

M E M O R A N D O PCSJM25-109 de fecha 06 de marzo de 2025, informando: 
 

 
 



 
 
 

 

M E M O R A N D O PCSJM25-110 de fecha 06 de marzo de 2025, informando: 
 

 
 

M E M O R A N D O PCSJM25-111 de fecha 06 de marzo de 2025, informando: 
 

 
 



 
 
 

 

M E M O R A N D O PCSJM25-112 de fecha 07 de marzo de 2025, informando: 
 

 
 

M E M O R A N D O PCSJM25-113 de fecha 07 de marzo de 2025, informando: 
 

 
 
 



 
 
 

 

M E M O R A N D O PCSJM25-114 de fecha 10 de marzo de 2025, informando: 
 

 
 

M E M O R A N D O PCSJM25-115 de fecha 10 de marzo de 2025, informando: 
 

 
 



 
 
 

 

M E M O R A N D O PCSJM25-116 de fecha 11 de marzo de 2025, informando: 
 

 


